El siguiente es el documento presentado por el Magistrado ponente que sirvió de base para proferir en audiencia la sentencia de segunda instancia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en el audio que reposa en la Secretaría.
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Providencia:                              
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Radicación Nro.


66001-31-05-001-2015-00228-02

Proceso

 

Ordinario Laboral

Demandante:


Clara Inés Ilián Naranjo

Demandado:


Porvenir S.A.

Juzgado de origen:
             Juzgado Primero Laboral del Circuito
Magistrado Ponente:                 
Julio César Salazar Muñoz

Temas: 

PENSIÓN DE SOBREVIVIENTES / MONTO DE LAS PENSIONES EN EL RÉGIMEN DE AHORRO INDIVIDUAL / INTERESES MORATORIOS / NEGATIVA INICIAL AL RECONOCIMIENTO PENSIONAL SE DEBIÓ A NORMA QUE EXIGÍA REQUISITO DE FIDELIDAD / SE CAUSARON / MODIFICA SENTENCIA /    
Establece el artículo 73 de la Ley 100 de 1993, que los requisitos para obtener la pensión de sobrevivientes en el régimen de capitalización individual con solidaridad, así como su monto, se regirán por las disposiciones contenidas en los artículos 46 y 48 de ese compendio normativo.

En lo que concierne al monto, determina el referenciado artículo 48, que cuando a la pensión de sobrevivientes se cause por el deceso de un pensionado, la mesada corresponderá al 100% de la pensión que aquel disfrutaba. Pero cuando se trate del deceso de un afiliado, el monto será equivalente al 45% del ingreso base de liquidación, porcentaje que se verá incrementado en un 2% adicional por cada cincuenta (50) semanas adicionales de cotización a las primeras quinientas, sin que llegar a exceder el 75%.
(…)
En lo atinente a los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993, está demostrado en el proceso, pues así lo confesó la AFP Porvenir S.A. al contestar la demanda –fls.52 a 57-, que la razón por la que no se le reconoció la pensión de sobrevivientes a la señora Clara Inés Ilián Naranjo, fue el hecho de haber considerado que el señor Manuel Vicente Gómez Romero no acreditaba el requisito de fidelidad al sistema exigido en el artículo 46 de la Ley 100 de 1993 modificado por el artículo 12 de la Ley 797 de 2003, norma vigente para el momento en el que se produjo la muerte del afiliado. Pero, no se puede pasar por alto que la Corte Constitucional por medio de la sentencia C-556 de 20 de agosto de 2009 declaró inexequible dicho requisito al considerarlo abiertamente regresivo, es decir, a partir de ese momento a las administradoras pensionales les estaba prohibido continuar exigiendo dicho requisito para estudiar la viabilidad de otorgar la pensión de sobrevivientes, y como la actora elevó la solicitud de reconocimiento de la prestación económica el 7 de noviembre de 2013 –fl.28-, se itera, no le era dable a la AFP exigir el requisito de fidelidad, motivo por el que tiene derecho a que se le reconozcan los referenciados intereses moratorios a partir del 7 de enero de 2014.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ 

AUDIENCIA PÚBLICA

SALUDO. BUEN DÍA

Hoy, once de julio de dos mil dieciocho, siendo las diez y quince minutos de la mañana, la Sala de Decisión Laboral Nº 3 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver los recursos de apelación interpuestos por las partes en contra de la sentencia proferida por el Juzgado Primero Laboral del Circuito el 6 de febrero de 2018, dentro del proceso que promueve la señora CLARA INÉS ILIÁN NARANJO en contra de la AFP PORVENIR S.A. y al cual fue vinculada en calidad de litis consorte necesario la señora LAURA GÓMEZ GALVEZ, cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-001-2015-00228-01.

Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:

Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:

ANTECEDENTES

Pretende la señora Clara Inés Ilián Naranjo que la justicia laboral declare que tiene derecho a que se le reconozca la pensión de sobrevivientes causada con el deceso del señor Manuel Vicente Gómez Romero y con base en ello aspira que se condene a la Administradora Colombiana de Pensiones a reconocer y pagar la prestación económica a partir del 22 de diciembre de 2008, los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993 o en su defecto la indexación de las sumas reconocidas y las costas procesales a su favor.
Refiere que: El señor Manuel Vicente Gómez Romero falleció el 22 de diciembre de 2008, momento en el que dejó cotizadas un total de 729 semanas al sistema general de pensiones, de las cuales más de 50 fueron consignadas dentro de los tres años anteriores al deceso; entre ella y el causante en calidad de compañeros permanentes, se presentó una convivencia continua e ininterrumpida que inició en el año 2001 y finalizó el 22 de diciembre de 2008; el 7 de noviembre de 2013 solicitó el reconocimiento de la pensión de sobrevivientes, negándosele la esa prestación económica por medio de escrito de 29 de julio de 2014 bajo el argumento de que el señor Gómez Romero no cumplió con el requisito de fidelidad al sistema, lo que llevó a que se le reconociera la devolución, decisión ésta última que fue tomada al dársele la calidad de beneficiaria del causante; el 1º de agosto de 2014 se solicitó reconsideración de la decisión, en virtud a que la Corte Constitucional en sentencia C-556 de 2009 declaró inexequible ese requisito, sin embargo, la decisión inicial fue confirmada por la AFP.
Al dar respuesta a la demanda –fls.52 a 57- la AFP Porvenir S.A. aceptó la mayoría de hechos expuestos precedentemente, menos el relacionado con la densidad de semanas cotizadas por el causante; reiterando que la negativa a reconocer como causada la prestación económica radica en que él no acreditó el requisito de fidelidad exigido en el artículo 46 de la Ley 100 de 1993 modificado por el artículo 12 de la Ley 797 de 2003, vigente para la fecha del deceso. Se opuso a las excepciones y formuló las excepciones de mérito que denominó “Inexistencia de la obligación, cobro de lo no debido, ausencia de derecho sustantivo, responsabilidad de un tercero y falta de causa en las pretensiones de la demanda”, “Buena fe”, “Prescripción” e “Innominada o genérica”.
Después de ordenarse la vinculación de Laura Gómez Gálvez en calidad de litisconsorte necesario, al ser presuntamente hija del señor Manuel Vicente Gómez Romero, la demandante por medio de escrito de 15 de diciembre de 2015 –fl.149- informó no tener conocimiento del paradero exacto de la vinculada, ya que según sus averiguaciones hace más de seis años se fue a vivir a Francia, motivo por el que solicitó la aplicación del artículo 29 del C.P.T. y de la S.S.

Dando aplicación a dicha norma, el juzgado ordenó su emplazamiento y le nombró curador ad litem, quien después de notificarse personalmente, procedió a contestar la demanda –fls.169 a 171- manifestando que ante la imposibilidad que tiene de comunicarse con Laura Gómez Gálvez, no se opone a las pretensiones y se atiene a lo que resulte probado en el mismo.
En sentencia de 6 de febrero de 2018, la funcionaria de primer grado determinó que el señor Manuel Vicente Gómez Romero dejó causada la pensión de sobrevivientes a favor de sus beneficiarios en consideración a que cotizó dentro de los tres años anteriores al deceso más de 50 semanas, sin que fuera dable exigirle el requisito de fidelidad que estaba previsto en el artículo 46 de la Ley 100 de 1993 modificado por el artículo 12 de la Ley 797 de 2003, debido a que la Corte Constitucional en sentencia C-556 de 20 de agosto de 2009 lo declaró inexequible después de concluir que el mismo resultaba regresivo; razón por la que condenó a la AFP Porvenir S.A. a reconocer y pagar la pensión de sobrevivientes a favor de la demandante a partir del 23 de diciembre de 2008 en cuantía mensual equivalente a la suma de $1.337.991 y por 14 mesadas anuales.

Después de declarar probada parcialmente la excepción de prescripción sobre todas las obligaciones causadas con antelación al 7 de noviembre de 2010, condenó a la AFP a pagar a favor de la señora Clara Inés Ilián Naranjo la suma de $171.369.991 por concepto de retroactivo pensional causado entre la fecha señalada precedentemente y el 6 de febrero de 2018, suma  a la que deberá descontársele el 12% correspondiente a los aportes al sistema general de salud.

En cuanto a los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993, determinó que no había lugar a fulminar condena por ese concepto, en consideración a que la AFP negó la prestación económica acatando los parámetros establecidos en la Ley para el momento en el que se presentó el deceso del señor Gómez Romero.

Sin embargo, accedió a la pretensión subsidiaria consistente en condenar a la AFP a reconocer y pagar la indexación de las sumas reconocidas.

En lo que concierne a la señorita Laura Gómez Gálvez, si bien en el formulario de afiliación del causante a la AFP demandada indica que ella es su hija, lo cierto es que en el proceso brilla por su ausencia el registro civil de nacimiento, documento idóneo por medio del cual se demuestra el parentesco en Colombia, motivo por el que no hay lugar a emitir condena alguna a su favor.
Finalmente condenó en costas a la parte demandada en favor de la señora Ilián Naranjo en un 90%.

Inconformes parcialmente con la decisión, la demandante y la sociedad accionada interpusieron recursos de apelación en los siguientes términos:

El apoderado judicial de la parte actora manifestó que de acuerdo con los reportes de los salarios base sobre los cuales cotizó el señor Manuel Vicente Gómez Romero, el monto de la pensión debe ser superior al fijado por la a quo, puesto que él en promedio devengó aproximadamente 10 salarios mínimos legales mensuales.

Considera también que el actuar de la AFP al negar la pensión de sobrevivientes ha sido caprichoso, pues el requisito que se le exigía para tener por causada la prestación económica desapareció del ordenamiento jurídico cuando la Corte Constitucional lo declaró inexequible, motivo por el que tiene derecho a que se le reconozcan los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993.

Por su parte, el apoderado judicial de la AFP demandada sostuvo que el obrar de la entidad siempre estuvo apegado a la Ley, motivo por el que no hay lugar a que se le condene a reconocer y pagar los intereses moratorios y las costas procesales, y mucho menos la indexación, pues adicionalmente la sociedad no se ha lucrado de los dineros que estaban consignados en la cuenta de ahorro individual.
En este estado se corre traslado a los apoderados para que presentes sus alegatos.
Oídas las argumentaciones, a esta Sala de Decisión le corresponde resolver el siguiente PROBLEMA JURÍDICO:

¿Quedó correctamente liquidado el monto de la pensión de sobrevivientes reconocida a favor de la señora Clara Inés Ilián Naranjo?

¿Hay lugar a reconocer los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993 a favor de la señora Ilián Naranjo?

¿Puede exonerarse a la AFP Porvenir S.A. de las costas procesales a que fue condenada en primera instancia?

Con el propósito de dar solución al interrogante en el caso concreto, la Sala considera necesario precisar, el siguiente aspecto:

EL MONTO DE LA PENSIÓN DE SOBREVIVIENTES EN EL RAIS.
Establece el artículo 73 de la Ley 100 de 1993, que los requisitos para obtener la pensión de sobrevivientes en el régimen de capitalización individual con solidaridad, así como su monto, se regirán por las disposiciones contenidas en los artículos 46 y 48 de ese compendio normativo.

En lo que concierne al monto, determina el referenciado artículo 48, que cuando a la pensión de sobrevivientes se cause por el deceso de un pensionado, la mesada corresponderá al 100% de la pensión que aquel disfrutaba. Pero cuando se trate del deceso de un afiliado, el monto será equivalente al 45% del ingreso base de liquidación, porcentaje que se verá incrementado en un 2% adicional por cada cincuenta (50) semanas adicionales de cotización a las primeras quinientas, sin que llegar a exceder el 75%.

EL CASO CONCRETO

No es materia de discusión en esta sede que la señora Clara Inés Ilián Naranjo tiene derecho a la pensión de sobrevivientes causada con el deceso del señor Manuel Vicente Gómez Romero a partir del 23 de diciembre de 2008, estando prescritas todas las obligaciones causadas con antelación al 7 de noviembre de 2010, pues tales situaciones no fueron objeto de controversia por las partes al interponer los recursos de apelación.

Se queja el apoderado judicial de la parte de actora frente al monto de la prestación económica fijado por la a quo para el 23 de diciembre de 2008 en la suma de $1.337.991 porque considera que el causante cotizó en promedio sobre diez salarios mínimos legales mensuales vigentes en su vida laboral.

Para liquidar el monto de la pensión de sobrevivientes, es del caso tener en cuenta que de acuerdo a la información inmersa en el expediente administrativo allegado por la AFP Porvenir S.A. –fls.58 y ss- se tiene que el señor Gómez Romero prestó sus servicios durante 729 semanas, de las cuales el periodo comprendido entre el 17 de agosto de 1979 y el 25 de octubre de 1988 cuando prestó sus servicios a Aerolíneas Centrales de Colombia “Aces” S.A. Liquidada no fueron cotizados al ISS, pero generaron la expedición de un bono pensional a órdenes de la AFP, que tuvo como fecha de corte el 1º de junio de 1998, tal y como se aprecia en la certificación emitida por Porvenir S.A. visible a folio 224 del expediente.
Es decir, con base en los salarios que originaron las cotizaciones y la emisión del bono pensional, se debe calcular el IBL al cual se le debe aplicar una tasa de reemplazo del 53% (45% por las primeras 500 semanas y el 8% por las 229 restantes). 

No obstante, si bien en el expediente se encuentra la relación de los salarios con base en los cuales el causante cotizó al ISS entre el 16 de octubre de 1978 y el 31 de julio de 1979 y a Porvenir S.A., la verdad es que no se encuentran reportados los que dieron lugar al Bono Pensional por los servicios prestados en Aces S.A. liquidado, lo que llevó a la funcionaria de primer grado a intentar la obtención de los mismos, sin embargo, en oficio de 30 de marzo de 2017 –fl.192-, la Superintendencia de Sociedades luego de expresar que la obligación de expedir certificaciones de índole laboral recaía en esa sociedad, correspondiéndole en este caso esa función al liquidador del proceso liquidatorio, la realidad es que en auto Nº 405-024700 de 17 de diciembre de 2009 se declaró terminado el proceso de liquidación y se precisó que los archivos se conservarían por un término de cinco años más, los cuales ya culminaron, por lo que al no contar con los mismos, no fue posible expedir la certificación requerida.
Bajo esos parámetros, al no existir evidencia de cuales fueron los salarios devengados por el señor Manuel Vicente Gómez Romero entre el 17 de agosto de 1979 y el 25 de octubre de 1988 cuando estuvo vinculado con Aces S.A., a efectos de liquidar la pensión de sobrevivientes se tendrán como salarios devengados el valor correspondiente al mínimo legal mensual vigente.
Como se ve en la siguiente tabla que se pone de presente a los asistentes y que hará parte integrante del acta que se levante con ocasión de esta audiencia, el IBL del señor Manuel Vicente Gómez Romero asciende a la suma de $2.541.636 que al aplicarle la tasa de reemplazo del 53% arroja una mesada para el 23 de diciembre de 2008 del orden de $1.347.067 que resulta levemente superior a la fijada por la a quo que lo fue de $1.337.084, por lo que habrá de modificarse tal decisión.
Así las cosas, el retroactivo pensional causado entre el 7 de noviembre de 2010 y el 30 de junio de 2018 asciende a la suma de $184.280.650, como se aprecia en la siguiente tabla que también integrará el acta de la presente audiencia.
En lo atinente a los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993, está demostrado en el proceso, pues así lo confesó la AFP Porvenir S.A. al contestar la demanda –fls.52 a 57-, que la razón por la que no se le reconoció la pensión de sobrevivientes a la señora Clara Inés Ilián Naranjo, fue el hecho de haber considerado que el señor Manuel Vicente Gómez Romero no acreditaba el requisito de fidelidad al sistema exigido en el artículo 46 de la Ley 100 de 1993 modificado por el artículo 12 de la Ley 797 de 2003, norma vigente para el momento en el que se produjo la muerte del afiliado. Pero, no se puede pasar por alto que la Corte Constitucional por medio de la sentencia C-556 de 20 de agosto de 2009 declaró inexequible dicho requisito al considerarlo abiertamente regresivo, es decir, a partir de ese momento a las administradoras pensionales les estaba prohibido continuar exigiendo dicho requisito para estudiar la viabilidad de otorgar la pensión de sobrevivientes, y como la actora elevó la solicitud de reconocimiento de la prestación económica el 7 de noviembre de 2013 –fl.28-, se itera, no le era dable a la AFP exigir el requisito de fidelidad, motivo por el que tiene derecho a que se le reconozcan los referenciados intereses moratorios a partir del 7 de enero de 2014.

Al haberse reconocido los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993, no hay lugar a emitir condena por indexación, ya que los relacionados intereses llevan consigo automáticamente la corrección de la moneda, en otras palabras, en los intereses moratorios va inmerso el efecto actualizar del valor de la moneda, como lo recordó la Sala de Casación Laboral en la sentencia SL 9316 de 29 de junio de 2016 radicación No. 46984.
Finalmente respecto al tema de las costas procesales a que fue condenada la sociedad demandada en el curso de la primera instancia, baste señalar que el numeral 1º del artículo 365 del C.G.P establece que se condenará en costas a la parte vencida en el proceso, es decir, esa condena es de tipo objetivo, no hay lugar a estudiar el comportamiento que la parte vencida tuvo en el curso del proceso o previo a él como parece entenderlo el apoderado judicial de la AFP Porvenir S.A., por lo que al haberse resuelto el presente ordinario laboral en su contra en primera instancia, era deber de la funcionaria de primer grado emitir condena en costas en su contra, tal y como lo hizo.
Es que si aún en gracia de discusión se analizara la forma en la que actuó la AFP con el fin de definir si su actuación estuvo en el plano de la buena fe, la respuesta sería negativa, pues como ya se explicó, le aplicó a la demandante una exigencia que la Corte Constitucional había declarado inexequible. 
En el anterior orden de ideas, se modificarán los ordinales segundo y cuarto de la sentencia proferida por el Juzgado Primero Laboral del Circuito.
Costas en esta instancia a cargo de la AFP Porvenir S.A. en un 100%.

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral Nº 3 del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

RESUELVE

PRIMERO. MODIFICAR los ordinales SEGUNDO y CUARTO de la sentencia proferida por el Juzgado Primero Laboral del Circuito, los cuales quedarán así:
“SEGUNDO. DECLARAR que la señora CLARA INÉS ILIÁN NARANJO tiene derecho a que la AFP PORVENIR S.A. le reconozca y pague la pensión de sobrevivientes a partir del 23 de diciembre de 2008, en cuantía mensual equivalente a la suma de $1.347.067 y por 14 mesadas anuales.
CUARTO. A. CONDENAR a la AFP Porvenir S.A. a que reconozca y pague a favor de la señora CLARA INÉS ILIÁN NARANJO por concepto de retroactivo pensional causado entre el 7 de noviembre de 2010 y el 30 de junio de 2018, la suma de $184.280.650.
B. CONDENAR a la sociedad demandada a reconocer y pagar a favor de la demandante, los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993 a partir del 7 de enero de 2014 y hasta que se verifique el pago total de la obligación.

C. ABSOLVER a la AFP accionada de la pretensión encaminada a que se le reconocieran a la accionante la indexación de las sumas reconocidas.”.

SEGUNDO. CONFIRMAR en todo lo demás la sentencia recurrida.

TERCERO. CONDENAR en costas en esta instancia a la parte demandada en un 100%. 
Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia se levanta y firma esta acta por las personas que en ella han intervenido.

Quienes Integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES         ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN
ALONSO GAVIRIA OCAMPO

Secretario
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